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TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 23 DE NOVIEMBRE DE 2018 AL 11 DE ENERO DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 

NOVIEMBRE 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018481  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXXIV/2018 (10a.)  
 
TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. LAS OBLIGACIONES DE PERMITIR AL PASAJERO EL USO DEL 
SEGUNDO SEGMENTO DEL VUELO, DE DEVOLVER EL COSTO DEL BOLETO SI SE CANCELA LA 
COMPRA Y DE TRANSPORTAR GRATUITAMENTE EQUIPAJE CON DETERMINADAS DIMENSIONES Y 
PESOS, SON COMPATIBLES CON EL CONVENIO SOBRE TRANSPORTE AÉREO ENTRE EL GOBIERNO 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. 
 
El artículo 11 del convenio internacional mencionado establece el compromiso asumido por los 
Gobiernos de México y del Perú en relación con las tarifas que pueden fijar libremente las 
aerolíneas, sin que de su lectura se advierta alguna prohibición para fijar legalmente al interior de 
cada parte contratante políticas relacionadas con los cargos por equipaje, por cancelaciones de 
compra de boleto ni por la no utilización de un segmento de un viaje redondo o con conexión, sino 
que únicamente refiere que la autorización de las tarifas deberá ser acordada, en todo caso, entre 
las aerolíneas mexicanas o peruanas que presten sus servicios de transportación entre una Nación 
y otra. Además, el examen del resto de las disposiciones de ese convenio no revela la existencia de 
alguna otra norma que pudiera incidir en la regulación nacional sobre las obligaciones 
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mencionadas, lo que evidencia la compatibilidad de las reglas señaladas respecto de dichos 
aspectos en la Ley de Aviación Civil con ese acuerdo bilateral. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018480  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXV/2018 (10a.)  
 
TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. LA POLÍTICA DE EQUIPAJE TRATÁNDOSE DE VUELOS 
INTERNACIONALES ESTÁ SUJETA, EN PRINCIPIO, A LO DISPUESTO EN LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES. 
 
De la interpretación del artículo 47 Bis, fracción IX, de la Ley de Aviación Civil, se advierte que el 
legislador distinguió con claridad entre los dos tipos de equipaje que puede llevar un pasajero sin 
cargo alguno: el documentado y el de mano o en cabina; sin embargo, de acuerdo con el último 
párrafo de esa fracción, para los servicios de transporte aéreo internacional, el transporte de 
equipaje se sujetará a lo dispuesto por los tratados internacionales, disposición que encuentra 
sustento no sólo en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
conforme al que los tratados internacionales suscritos por el Presidente y ratificados por el Senado 
constituyen Ley Suprema de toda la Unión, sino también en que tratándose del espacio aéreo, es 
la propia Constitución la que reconoce que su dominio está sujeto a los términos y modalidades 
que señale el derecho internacional, sin que ello implique que ante la falta de regulación 
internacional específicamente aplicable, pueda dejar de atenderse lo dispuesto por la legislación 
nacional. Así, para decidir el criterio que debe prevalecer tratándose del transporte de equipaje en 
vuelos internacionales, el operador jurídico debe resolver los casos sometidos a su conocimiento 
verificando, entre otros aspectos, si existe o no regulación internacional especial sobre la política 
de equipaje y, en caso de no existir, entonces es aplicable la legislación nacional y, de existir, 
deberá atender a las reglas especiales, verificando en todo caso si la cuestión sometida a su 
conocimiento efectivamente plantea un conflicto de normas o antinomia. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018475  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 2a. CVII/2018 (10a.)  
 
TEST DE PROPORCIONALIDAD. AL IGUAL QUE LA INTERPRETACIÓN CONFORME Y EL ESCRUTINIO 
JUDICIAL, CONSTITUYE TAN SÓLO UNA HERRAMIENTA INTERPRETATIVA Y ARGUMENTATIVA MÁS, 
QUE EL JUZGADOR PUEDE EMPLEAR PARA VERIFICAR LA EXISTENCIA DE LIMITACIONES, 
RESTRICCIONES O VIOLACIONES A UN DERECHO FUNDAMENTAL. 
 
Para verificar si algún derecho humano reconocido por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos o por los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte se ha 
transgredido, el juzgador puede emplear diversos métodos o herramientas argumentativas que lo 
ayuden a constatar si existe o no la violación alegada, estando facultado para decidir cuál es, en su 
opinión, el más adecuado para resolver el asunto sometido a su conocimiento a partir de la 
valoración de los siguientes factores, entre otros: a) el derecho o principio constitucional que se 
alegue violado; b) si la norma de que se trata constituye una limitación gradual en el ejercicio del 
derecho, o si es una verdadera restricción o impedimento en su disfrute; c) el tipo de intereses que 
se encuentran en juego; d) la intensidad de la violación alegada; y e) la naturaleza jurídica y 
regulatoria de la norma jurídica impugnada. Entre los métodos más comunes para solucionar esas 
problemáticas se encuentra el test de proporcionalidad que, junto con la interpretación conforme, 
el escrutinio judicial y otros métodos interpretativos, constituyen herramientas igualmente útiles 
para dirimir la violación a derechos. En este sentido, esos métodos no constituyen, por sí mismos, 
un derecho fundamental, sino la vía para que los Jueces cumplan la obligación que tienen a su 
cargo, que se constriñe a decidir, en cada caso particular, si ha existido o no la violación alegada. 
Sobre esas bases, los Jueces no están obligados a verificar la violación a un derecho humano a la 
luz de un método en particular, ni siquiera porque así se lo hubieran propuesto en la demanda o 
en el recurso, máxime que no existe exigencia constitucional, ni siquiera jurisprudencial, para 
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emprender el test de proporcionalidad o alguno de los otros métodos cuando se alegue violación a 
un derecho humano. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018472  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Administrativa, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXX/2018 (10a.)  
 
SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. EL PASAJERO INCONFORME CON LA RESOLUCIÓN DE LA 
AEROLÍNEA QUE NIEGUE EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN QUE ESTIME LE CORRESPONDE, PUEDE 
HACER VALER SUS DERECHOS ANTE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR. 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 47 Bis 2 y 47 Bis 3, de la Ley de Aviación Civil, en 
relación con el diverso 99 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, se advierte que el 
pasajero inconforme con la resolución de la aerolínea que niegue el pago de la indemnización que 
estime le corresponde, puede optar –entre otras vías y si así conviene a su interés legal– por hacer 
valer sus derechos como consumidor del servicio de transportación aérea, instaurando el 
procedimiento de queja o reclamación a que se refiere la Ley Federal de Protección al 
Consumidor, de aplicación supletoria a los contratos de transporte aéreo, el cual se sigue ante la 
Procuraduría Federal del Consumidor que recibirá las quejas o reclamaciones y desahogará a su 
vez, un procedimiento conciliatorio que, en caso de no concluir con un convenio entre las partes 
en conflicto, puede convertirse en uno arbitral, si así lo convienen los interesados, procedimiento 
en el que tanto el pasajero, como el concesionario o permisionario tienen la posibilidad de hacer 
efectivos sus derechos de audiencia y al debido proceso ofreciendo pruebas y alegando lo que a su 
derecho convenga para acreditar, cada uno, los extremos de sus pretensiones. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
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Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018465  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 119/2018 (10a.)  
 
RECUSACIÓN DE LOS JUZGADORES DE AMPARO. PUEDE PLANTEARSE AUN DESPUÉS DE QUE EL 
ASUNTO EN EL QUE SE FORMULE SE HAYA LISTADO PARA SER VISTO EN SESIÓN. 
 
El artículo 51 de la Ley de Amparo establece diversas causas de impedimento por las cuales los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de Circuito, los Jueces de 
Distrito y las autoridades que conozcan de los juicios de amparo, pueden ser recusados por las 
partes para conocer de los asuntos puestos a su consideración, conforme al artículo 52, párrafo 
segundo, del mismo ordenamiento. Al respecto, el legislador no previó un límite temporal para 
plantear las recusaciones, de lo que se infiere que pugnó para que las partes, en cualquier etapa 
procesal del juicio, cuando adviertan en el juzgador alguna condición personal que lo motive a 
actuar o resolver en determinado sentido, puedan manifestarlo y, en su caso, obtener una 
decisión que lo inhiba de conocer del asunto. Por tanto, el derecho de las partes para recusar no 
se agota con el listado para sesión del asunto en el que se alegue la configuración del 
impedimento, sobre todo porque se advierte que la intención es garantizar que, incluso, hasta el 
último momento previo a la toma de la decisión respectiva, sea viable apartar del conocimiento 
del asunto al juzgador que incurra en alguna causa de impedimento para que lo haga otro, 
tomando en cuenta que el derecho a la justicia imparcial constituye una condición esencial de la 
función jurisdiccional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 220/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia Civil del Primer Circuito y Cuarto en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 17 de 
octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis I.4o.C.8 K (10a.), de título y subtítulo: "RECUSACIÓN. CON LA PUBLICACIÓN DE LA LISTA PARA 
RESOLVER UN ASUNTO EN LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, OPERA LA PRECLUSIÓN 
PARA FORMULARLA.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de enero de 2017 a las 
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10:14 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo 
IV, enero de 2017, página 2655, y 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 12/2018. 
 
Tesis de jurisprudencia 119/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de 
noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018457  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Laboral)  
Tesis: 2a./J. 107/2018 (10a.)  
 
PRIMERA NOTIFICACIÓN PERSONAL EN EL JUICIO LABORAL. ES INNECESARIO QUE EL ACTUARIO 
HAGA CONSTAR EN EL ACTA RELATIVA LOS ELEMENTOS DE CONVICCIÓN QUE TOMÓ EN CUENTA 
PARA CERCIORARSE DEL DOMICILIO DONDE SE EFECTUÓ, CUANDO ELLO SE REALIZÓ EN EL 
CITATORIO PREVIO, AL CONFORMAR AMBAS DILIGENCIAS UNA UNIDAD JURÍDICA. 
 
El artículo 743 de la Ley Federal del Trabajo establece las formalidades que deben observarse 
durante la práctica de la primera notificación personal en el juicio laboral, e inicialmente impone al 
actuario la obligación de cerciorarse de que la persona a notificar habita, trabaja o tiene su 
domicilio en la casa o local señalado en autos para hacer la notificación; no obstante, esa exigencia 
no implica que para la validez de la diligencia deban asentarse en el acta relativa los elementos de 
convicción tomados en cuenta por el actuario para cerciorarse de que el domicilio en el que se 
constituyó para ese efecto, es el señalado en autos y que en él habita o trabaja la persona a 
notificar, cuando ello se realizó en el citatorio previo, en tanto ambos documentos conforman una 
unidad jurídica, habida cuenta que debe agregar copia del citatorio al expediente relativo para que 
pueda verificarse que la notificación se practicó en atención a las formalidades previstas en el 
numeral citado. Si bien el principio de seguridad jurídica impone la obligación de que tanto el acta 
de notificación como el citatorio contengan los elementos de convicción que el actuario tomó en 
cuenta para cerciorarse del domicilio, lo cierto es que ambas diligencias de notificación conforman 
una unidad jurídica; de ahí que el actuario no está obligado a cerciorarse del domicilio al 
constituirse nuevamente, pues basta con que el acta relativa remita expresamente a lo asentado 
en el citatorio. 
 
SEGUNDA SALA 
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Contradicción de tesis 159/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en 
Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y Tercero en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis I.3o.T.34 L (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO AL JUICIO LABORAL. LA RAZÓN 
SEÑALADA EN EL CITATORIO, NO EXIME AL ACTUARIO DE LA OBLIGACIÓN DE CERCIORARSE 
NUEVAMENTE DE CONSTITUIRSE EN EL DOMICILIO CORRECTO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 743, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio de 2016, página 2145, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 258/2017. 
 
Tesis de jurisprudencia 107/2018 (10a.) Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de 
noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018442  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a. CVIII/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. LA LEY RELATIVA OBLIGA A LAS AEROLÍNEAS A CUBRIR EN FAVOR DE LOS 
PASAJEROS LAS COMPENSACIONES O INDEMNIZACIONES POR EL INCUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO DE TRANSPORTE CON INCLUSIÓN DE LOS IMPUESTOS PAGADOS POR AQUÉLLOS. 
 
Conforme al artículo 2, fracción IV Bis, de la Ley de Aviación Civil, para el cálculo de 
compensaciones, indemnizaciones u otras referencias que haga esa legislación al concepto 
"boleto", se considerará el monto total incluyendo tarifas, impuestos, comisiones y cualquier otro 
tipo de cargo cubierto por el pasajero, obligación que encuentra sustento jurídico en que 
conforme al artículo 49, primer y cuarto párrafos, de la Ley de Aviación Civil, el contrato de 
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transporte de pasajeros es el acuerdo entre un concesionario o permisionario y un pasajero por 
virtud del cual el primero se obliga a trasladar al segundo, de un punto de origen a uno de destino, 
contra el pago de un precio que debe presentarse desde el primer momento, incluyendo la 
totalidad de impuestos y cargos. De esta manera, si a cambio de recibir el servicio de transporte 
aéreo bajo determinadas condiciones, el pasajero se compromete a absorber un precio que debe 
cubrir no sólo el pago por el servicio, sino también los impuestos aplicables, es válido que el 
legislador obligue a las aerolíneas a cubrir en favor de los pasajeros las compensaciones o 
indemnizaciones por incumplimiento del contrato de transporte con inclusión de los impuestos 
relativos, pues ese concepto está incluido en el precio efectivamente pagado por el consumidor 
final a cambio de la prestación de un servicio en los términos y condiciones de su contratación. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018441  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXIX/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO, QUE OBLIGA AL 
CONCESIONARIO O PERMISIONARIO A PAGAR LAS INDEMNIZACIONES PREVISTAS EN DICHO 
ORDENAMIENTO DENTRO DE UN PERIODO MÁXIMO DE 10 DÍAS NATURALES POSTERIORES A SU 
RECLAMACIÓN, RESPETA LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y AL DEBIDO PROCESO. 
 
El precepto indicado obliga al concesionario o permisionario a pagar las indemnizaciones previstas 
en la Ley de Aviación Civil dentro de un periodo máximo de 10 días naturales posteriores a su 
reclamación, salvo las compensaciones de alimentos y hospedaje que deben cubrirse al momento 
del retraso; sin embargo, esa obligación está supeditada a que: 1) lo reclame el pasajero, 2) exista 
una demora de más de 4 horas o la cancelación del vuelo, y 3) esas irregularidades en la prestación 
del servicio hubieran obedecido a causas exclusivamente imputables a la aerolínea. Interpretado 
el artículo 47 Bis, antepenúltimo párrafo, en sentido contrario, se advierte que no existe obligación 
de pago de indemnización cuando la aerolínea no hubiera incurrido en demora de más de 4 horas 
o en cancelación del vuelo o, cuando habiendo incurrido en ellas, esa circunstancia hubiera 
obedecido a motivos o causas que no le sean atribuibles, supuestos en los que si bien no 
procederá el pago, el concesionario o permisionario habrá de notificar o hacer saber al pasajero 
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que hubiera solicitado la indemnización respectiva que no procedió su reclamación, así como las 
razones de la negativa, ya que como el legislador sólo previó la obligación de pago siempre que se 
satisfagan los requisitos legales, entonces era innecesario que estableciera también el 
procedimiento, a través del cual la aerolínea pueda demostrar que no se actualizaron las hipótesis 
que dan lugar a la indemnización, pues tendrá la oportunidad, en su caso, cuando el pasajero que 
habiendo solicitado la indemnización respectiva, se manifieste inconforme con la resolución que 
sobre tal aspecto se hubiere adoptado a través de las vías legales que a su interés legal convengan. 
En ese sentido, el precepto aludido respeta los derechos de audiencia y al debido proceso. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018439  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXIII/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE EL 
DERECHO DEL PASAJERO A SOLICITAR LA DEVOLUCIÓN DE SU BOLETO EN CASO DE QUE DECIDA 
NO EFECTUAR EL VIAJE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LIBERTAD TARIFARIA. 
 
El precepto citado, que permite que el pasajero solicite la devolución del costo total del boleto 
adquirido en caso de decidir no efectuar el viaje, no viola el principio de libertad tarifaria que rige 
en materia de transportación aérea, porque el ejercicio de ese derecho con esa prerrogativa está 
limitado a que la cancelación se efectúe dentro de las 24 horas siguientes a la adquisición, 
manteniendo la libertad de las aerolíneas de fijar sus políticas de cancelación y reembolso para los 
casos en que la cancelación de la compra ocurra con posterioridad a ese plazo. Además, porque la 
introducción de esa norma se debió a la necesidad de regular el derecho de los pasajeros de 
cancelar un viaje como consumidores o adquirentes de cualquier otro producto o servicio, pues la 
experiencia en los últimos años en materia de prestación del servicio de transporte aéreo 
evidenció la existencia de un alto porcentaje de quejas y denuncias con motivo de la negativa de 
las aerolíneas a las solicitudes de cancelación. Y, finalmente, porque de acuerdo con la teoría 
general de las obligaciones, es posible que las partes den por concluidos los convenios y 
tratándose del contrato de transporte aéreo, que se regula por el derecho público por el interés 
que reviste al prestarse explotando un bien del dominio público de uso común respecto del que, 
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en principio, tienen derecho a disfrutar los habitantes de la República, resulta válido que el 
legislador otorgue a los pasajeros el derecho de cancelar la prestación del servicio siempre que se 
satisfagan ciertos requisitos porque de esta manera cumple su obligación constitucional de 
garantizar el interés público y una adecuada, justa y eficiente prestación del servicio. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018437  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXXV/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN IX, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE LA 
OBLIGACIÓN DEL CONCESIONARIO O PERMISIONARIO DE PERMITIR QUE LOS PASAJEROS LLEVEN 
CONSIGO DETERMINADO EQUIPAJE SIN CARGO ALGUNO, RESPETA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA. 
 
El precepto citado, al prever el derecho de los pasajeros de llevar consigo dos tipos de equipaje sin 
cargo alguno: el documentado y el de mano o en cabina, respeta el derecho a la seguridad jurídica, 
toda vez que el legislador distinguió con claridad la regulación que debe observarse para operar el 
transporte de equipaje en el servicio de transporte aéreo, según se trate de vuelos nacionales o 
internacionales, pues mientras para los vuelos nacionales dispuso que los pasajeros pueden 
documentar sin costo hasta 15 o 25 kilogramos de equipaje según la capacidad de la aeronave, y 
llevar en cabina también gratuitamente hasta dos piezas cuyo peso sumado no exceda 10 
kilogramos, debiendo tener, cada una, una dimensión máxima de hasta 55 centímetros de largo 
por 40 centímetros de ancho y 25 centímetros de alto, para los vuelos internacionales dispuso que 
el equipaje estará sujeto, en principio, a lo dispuesto por los tratados internacionales, sin que ello 
implique que ante la falta de regulación internacional específicamente aplicable, pueda 
desatenderse lo previsto por la legislación nacional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
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Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018436  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXIV/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN IX, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE LA 
OBLIGACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE PERMITIR QUE LOS PASAJEROS LLEVEN CONSIGO 
DETERMINADO EQUIPAJE SIN CARGO ALGUNO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LIBERTAD TARIFARIA. 
 
El precepto citado, al establecer el derecho de los pasajeros de llevar consigo dos tipos de 
equipaje sin cargo alguno: el documentado y el de mano o en cabina, respeta el principio de 
libertad tarifaria que rige en materia de aviación, porque el legislador únicamente se refirió al 
mínimo de equipaje que las aerolíneas deben permitir llevar a los pasajeros, pero no las obligó a 
establecer una tarifa fija por la prestación del servicio incluyendo determinadas piezas de 
equipaje, ni impidió que el costo del boleto incluya los servicios de carga y transportación del 
equipaje, sino que únicamente dispuso que el costo respectivo debe incluir el derecho a 
documentar equipaje y a transportar equipaje de mano en los términos y con las características 
que la propia norma prevé. Además, porque tampoco obligó a los concesionarios o permisionarios 
a fijar las tarifas y condiciones por exceso de equipaje, sino que les dejó libertad para definir esos 
aspectos en sus políticas interiores; incluso, les dejó libertad para limitar tanto las dimensiones y 
volumen del equipaje respectivo, como la cantidad de piezas tratándose de equipaje 
documentado, aclarando que el derecho a transportar equipaje de mano está supeditado a que no 
se pongan en riesgo la seguridad y la comodidad de los pasajeros. Finalmente, porque dicha 
medida encuentra sustento en la naturaleza del servicio prestado que tiene por objeto trasladar al 
pasajero de un punto de origen a otro de destino, quien por lo regular requiere llevar consigo 
diversas pertenencias para emplearlas en éste. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
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Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018435  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  
Tesis: 2a. CXII/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE LA 
OBLIGACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE PERMITIR QUE EL PASAJERO DISPONGA DE LA TOTALIDAD DE 
LOS SEGMENTOS DE SU VIAJE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LIBERTAD TARIFARIA. 
 
El precepto citado constriñe a las aerolíneas a permitir que los pasajeros dispongan de cada uno 
de la totalidad de los segmentos de su viaje de ida y vuelta o con conexión, siempre que éstos 
informen al concesionario o permisionario, en el lapso de 24 horas contadas a partir de la hora 
programada del segmento no utilizado, que harán uso de los segmentos subsecuentes, obligación 
que no transgrede el principio de libertad tarifaria en la medida en que encuentra sustento en el 
hecho de que cuando un pasajero adquiere un boleto de ida y vuelta o con conexión, adquiere 
también el derecho de viajar en la totalidad de los tramos pagados en la cantidad que hubiera 
correspondido al costo fijado libremente por la aerolínea. Por tanto, cuando por el motivo que 
sea, el pasajero deja de utilizar uno de los segmentos de ese viaje, es contractualmente lógico y 
válido que mantenga el derecho de continuar en el uso de los siguientes, simplemente porque 
cumplió la obligación de pago de la contraprestación que para ese efecto fijó la aerolínea con 
plena libertad, destacando que no es posible sostener que dicha circunstancia genera un perjuicio 
a la aerolínea, ni siquiera porque pueda existir la posibilidad de que quede un asiento libre que 
podría ocupar otro pasajero, primero, porque ya ha recibido la contraprestación o precio 
correspondiente del pasajero que no ha podido abordar en el trayecto respectivo, lo que significa 
que ese lugar ya ha sido pagado y, por ende, no se encontraba disponible ni a la venta con 
posterioridad al pago; de ahí que lo único que se pierde es la posibilidad de lucrar doblemente 
mediante una segunda venta de un lugar que, se reitera, ya no estaba disponible y, segundo, 
porque la posibilidad de que ese lugar lo ocupe otro pasajero se mantiene abierta, siempre que el 
pasajero original no haya facturado ni abordado. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018434  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. CXXVI/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN II, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE LA 
POSIBILIDAD DE QUE EL PASAJERO MAYOR DE EDAD LLEVE CONSIGO A UN MENOR DE 2 AÑOS SIN 
COSTO ALGUNO, NO VIOLA LA LIBERTAD TARIFARIA. 
 
Del precepto citado, que señala que el pasajero mayor de edad puede, sin pago de tarifa alguna, 
llevar a un infante menor de 2 años a su cuidado sin derecho a asiento y sin derecho a franquicia 
de equipaje, obligando a su vez a que el concesionario o permisionario expida sin costo adicional 
el boleto y pase de abordar correspondiente, se advierte que el legislador únicamente estableció 
una posibilidad o permisión en favor del pasajero mayor de edad que desee transportar 
gratuitamente a un menor de 2 años de edad y a cambio, debe aceptar que éste no tendrá 
derecho a un asiento propio ni a transportar equipaje para sí en forma gratuita, lo que evidencia 
que no existe transgresión a la libertad tarifaria simplemente porque aun cuando la aerolínea 
queda sujeta a expedir un boleto que permita al menor acceder a la aeronave, lo cierto es que la 
permisión no impone al prestador del servicio aéreo la obligación de garantizarle y asignarle un 
asiento independiente, ni la de llevar equipaje gratuitamente, lo cual permite a los concesionarios 
y/o permisionarios del servicio aéreo vender dichos espacios a bordo, aunado a que –en estos 
casos– las aerolíneas estarán en aptitud de cobrar el exceso de equipaje que, en su caso, 
pertenezca a quienes viajen con dichos infantes. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018433  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. CXVII/2018 (10a.)  
 
AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 42 BIS, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE LA 
OBLIGACIÓN DEL CONCESIONARIO O PERMISIONARIO, O SUS REPRESENTANTES, DE QUE LA 
INFORMACIÓN RELATIVA A LAS TARIFAS ESTÉ PERMANENTEMENTE A DISPOSICIÓN DE LOS 
PASAJEROS, RESPETA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 
 
La jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido consistente en el sentido de 
que, tratándose de actos legislativos, el respeto al derecho a la seguridad jurídica y al principio de 
legalidad no llega al extremo de vincular al legislador a que defina todos y cada uno de los 
conceptos que contengan las normas, pues las legislaciones no constituyen catálogos de 
conceptos ni diccionarios que deban contener definiciones precisas y exactas por cada institución 
jurídica regulada, máxime que muchas de las instituciones se encuentran definidas en otros 
ordenamientos o que, incluso, sus conceptos son suficientemente claros en su lectura o en el 
contexto en que se encuentren. Sobre esa base, se concluye que el artículo 42 Bis, primer párrafo, 
de la Ley de Aviación Civil, al utilizar el vocablo "permanentemente" para calificar la temporalidad 
a que está sujeta la obligación del concesionario o permisionario, o sus representantes, de 
mantener a disposición de los pasajeros la información relativa a las tarifas, respeta el derecho a la 
seguridad jurídica y el principio de legalidad, pues es suficientemente claro tanto en la redacción 
de la norma como en el contexto del ordenamiento en que se encuentra inmersa, que a lo largo 
de diversos preceptos revela la intención legislativa de garantizar que desde el momento de la 
adquisición del boleto los pasajeros tengan a su disposición la información cierta, clara, específica 
y completa respecto de la tarifa y las condiciones de contratación del servicio. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018501  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 30 de noviembre de 2018 10:41 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 124/2018 (10a.)  
 
NORMAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. PARA QUE LES RESULTEN APLICABLES LOS PRINCIPIOS 
QUE RIGEN AL DERECHO PENAL, ES NECESARIO QUE TENGAN LA CUALIDAD DE PERTENECER AL 
DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
 
En la jurisprudencia P./J. 99/2006, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación fue 
contundente en precisar que tratándose de las normas relativas al procedimiento administrativo 
sancionador, es válido acudir a las técnicas garantistas del derecho penal, en el entendido de que 
la aplicación de dichas garantías al procedimiento administrativo sólo es posible cuando resulten 
compatibles con su naturaleza. En ese sentido, para que resulten aplicables las técnicas garantistas 
mencionadas, es requisito indispensable que la norma de que se trate esté inmersa en un 
procedimiento del derecho administrativo sancionador, el cual se califica a partir de la existencia 
de dos condiciones: a) que se trate de un procedimiento que pudiera derivar en la imposición de 
una pena o sanción (elemento formal); y, b) que el procedimiento se ejerza como una 
manifestación de la potestad punitiva del Estado (elemento material), de manera que se advierta 
que su sustanciación sea con la intención manifiesta de determinar si es procedente condenar o 
sancionar una conducta que se estima reprochable para el Estado por la comisión de un ilícito, en 
aras de salvaguardar el orden público y el interés general; es decir, ese procedimiento debe tener 
un fin represivo o retributivo derivado de una conducta que se considere administrativamente 
ilícita. Sobre esas bases, no basta la posibilidad de que el ejercicio de una facultad administrativa 
pueda concluir con el establecimiento de una sanción o infracción, sino que se requiere de manera 
concurrente que su despliegue entrañe una manifestación de la facultad punitiva del Estado, esto 
es, que el procedimiento tenga un marcado carácter sancionador como sí ocurre, por ejemplo, con 
los procedimientos sancionadores por responsabilidades administrativas de los servidores 
públicos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4679/2015. Carlos Barajas García. 17 de febrero de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica 
Sanabria Martínez. 
 
Amparo directo en revisión 4500/2015. Juan Barajas García. 16 de marzo de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apartaron de consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.  
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Amparo en revisión 1176/2016. Kenio Productions, S.A. de C.V. 5 de julio de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Amparo en revisión 465/2017. Urban y Compañía, S.C. 13 de septiembre de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Adriana Carmona Carmona. 
 
Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Tesis de jurisprudencia 124/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del catorce de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 30 de noviembre de 2018 a las 10:41 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de 
diciembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018492  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 30 de noviembre de 2018 10:41 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 120/2018 (10a.)  
 
DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. LA EXCEPCIÓN A ESTE PRINCIPIO PREVISTA EN EL 
SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE AMPARO, SÓLO ES APLICABLE AL 
TRAMITADO EN LA VÍA DIRECTA. 
 
El artículo 171, párrafo primero, de la Ley de Amparo establece la obligación de preparar las 
violaciones procesales que se hagan valer en el juicio de amparo directo, esto es, prevé la 
obligación de impugnarlas durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de 
defensa que la ley ordinaria respectiva señale, mientras que en su segundo párrafo exceptúa de 
dicha regla, entre otros, a los trabajadores. Ahora bien, la excepción se refiere exclusivamente a 
los siguientes presupuestos: que se trate de violaciones a las leyes del procedimiento cometidas 
por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que afecten las defensas del quejoso 
trascendiendo al resultado del fallo; que esas violaciones se impugnen en vía de amparo directo, al 
promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio; y 
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que se trate de amparos contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, al estado civil 
o al orden o estabilidad de la familia, ejidatarios, comuneros, trabajadores, núcleos de población 
ejidal o comunal, o quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara 
desventaja social para emprender un juicio y en los de naturaleza penal promovidos por el 
inculpado. De lo anterior se sigue que la intención del legislador fue acotar el alcance de esa 
excepción únicamente a los juicios de amparo directo en los que se hagan valer violaciones 
procesales ocurridas dentro del procedimiento, pues tratándose de excepciones a reglas generales 
deben estar expresamente establecidas; por tanto, no puede hacerse extensiva a los juicios de 
amparo indirecto, no obstante que se trate de un juicio promovido por un trabajador. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 260/2018. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del Sexto Circuito. 17 de 
octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis PC.VI.L. J/7 L (10a.), de título y subtítulo: "DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. LA 
EXCEPCIÓN A ESTE PRINCIPIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE LA MATERIA, SÓLO 
PROCEDE RESPECTO DE VIOLACIONES A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO IMPUGNABLES EN LA VÍA 
DIRECTA, TRATÁNDOSE DE AMPAROS CONTRA ACTOS QUE AFECTEN, ENTRE OTROS, DERECHOS 
DE TRABAJADORES.", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de marzo de 2018 a las 10:12 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, Tomo III, marzo de 2018, 
página 2560, y 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 
resolver la queja 171/2018. 
 
Tesis de jurisprudencia 120/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 30 de noviembre de 2018 a las 10:41 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de 
diciembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

DICIEMBRE 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018680  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 123/2018 (10a.)  
 
INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE. EL CERTIFICADO MÉDICO EN EL QUE EL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO LA HACE CONSTAR 
(FORMATO RT-09) ES UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA, SIEMPRE QUE OSTENTE LA APROBACIÓN O NEGATIVA QUE DEBE 
EXPRESAR, EN CUALQUIER CASO, EL COMITÉ DE MEDICINA DEL TRABAJO DE DICHO INSTITUTO. 
 
De la interpretación integral de los artículos 2, 17, 18, 23 a 25, 27, 28, 42 y 72 del Reglamento para 
la Dictaminación en Materia de Riesgos del Trabajo e Invalidez del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, vigente hasta el 24 de febrero de 2017, 
tratándose de accidentes acaecidos en el centro de labores o en el trayecto a éste, e inclusive 
cuando el trabajador se encuentre en el desempeño de una comisión, el Instituto citado está 
obligado a examinar la profesionalidad del riesgo de trabajo, y una vez dictaminada su 
procedencia, debe declarar en qué situación médico laboral se colocó el trabajador a través de 
valoraciones médicas trimestrales, las cuales no habrán de rebasar el plazo de un año contado a 
partir de que ese organismo de seguridad social tenga conocimiento del riesgo o a partir de que 
emita la primera licencia médica. Ahora bien, una vez agotado el periodo anual, el Instituto debe 
otorgar una incapacidad parcial o total permanente, o bien, determinar la ausencia de secuelas 
que permitan la reincorporación del trabajador a su centro de trabajo, pero en cualquier caso 
fijará el estatus médico laboral del trabajador en forma definitiva en el formato RT-09, que llenan 
tanto el personal médico especializado, como las autoridades a quienes compete validarlo, es 
decir, el Comité o el Subcomité de Medicina del Trabajo, quienes en un plazo no mayor a 60 días 
naturales deberán decidir en definitiva sobre la negativa de la incapacidad o del grado de 
disminución órgano-funcional del trabajador, conforme a la tabla de valuación del artículo 514 de 
la Ley Federal del Trabajo. Lo anterior, sin perjuicio de que en los supuestos en que el médico 
tratante, al practicar la primera valoración médica, encuentre que se produjo una patología 
clínicamente irreversible o que no ofrezca alternativa de mejoría, por ejemplo, cuando hubo 
amputación o pérdida total o parcial de algún órgano, emitirá inmediatamente el certificado 
médico RT-09, hipótesis en la que no habrá que esperar el plazo anual para que el Comité 
mencionado pueda emitir la decisión que valide ese diagnóstico y determine el grado de 
disminución órgano-funcional que porcentualmente proceda. En consecuencia, para los efectos de 
la promoción del juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, cuando se demande la invalidez de la determinación conclusiva del Instituto, sea 
porque el actor esté inconforme con el grado porcentual de incapacidad determinado o por 
cualquier otra causa, sólo procede el juicio cuando en dicho formato RT-09 conste que ya 
transcurrió el año y las correspondientes valoraciones médicas trimestrales practicadas, así como 
la aprobación o negativa, en su caso, del Comité de Medicina del Trabajo de la declaración de 
incapacidad parcial o total del asegurado, exceptuando el supuesto en el que antes de que 
transcurra tal plazo el daño se considere como irreversible o no ofrezca posibilidad alguna de 
recuperación, pero siempre a condición de que el Comité haya validado definitivamente ese 
diagnóstico. 
 
SEGUNDA SALA 
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Contradicción de tesis 216/2018. Entre las sustentadas por el Vigésimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 31 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Teresa Sánchez Medellín. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis XIV.P.A.1 A (10a.), de rubro: "INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE. EL CERTIFICADO MÉDICO 
EN EL QUE EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO LA HACE CONSTAR (FORMATO RT-09), ES UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE 
ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.", aprobada por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, diciembre de 
2012, página 1372, y 
  
El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver la revisión administrativa 298/2017 y el amparo directo 771/2017. 
 
Tesis de jurisprudencia 123/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del catorce de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
diciembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018559  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 122/2018 (10a.)  
 
ASIGNACIONES FAMILIARES Y AYUDAS ASISTENCIALES. SU PAGO ES AUTÓNOMO A LA PENSIÓN 
CORRESPONDIENTE (INVALIDEZ, VEJEZ O CESANTÍA EN EDAD AVANZADA), CUANDO SU MONTO SE 
CALCULE CON BASE EN EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
AHORA CIUDAD DE MÉXICO (ARTÍCULOS 164, 166 Y 168 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, VIGENTE 
HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997). 
 
Los artículos 164 y 166 citados prevén que las asignaciones familiares consisten en una ayuda por 
concepto de carga familiar y se concederán a los distintos posibles beneficiarios del pensionado, 
como su esposa o concubina (15% de la cuantía de la pensión); los hijos menores de 16 años 
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(10%); sus padres si dependieran económicamente de él (10%); entre otros, o en su defecto, si el 
estado físico del pensionado requiera ineludiblemente que lo asista otra persona de manera 
permanente o continua (hasta del 20% de la pensión). Por su parte, el artículo 168 mencionado 
establece que la pensión de invalidez, de vejez o cesantía en edad avanzada, incluyendo las 
asignaciones familiares y ayudas asistenciales que en su caso correspondan, no podrá ser inferior 
al 100% del salario mínimo general que rija para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México). En 
consecuencia, si la pensión a pagar por esos conceptos se determinó con base en la cuantía del 
salario mínimo, entonces no podrá considerarse que dichas asignaciones se encuentren incluidas 
en el monto de esa cantidad, pues si bien es cierto que para su procedencia es necesario el 
otorgamiento de una pensión, también lo es que las asignaciones son autónomas de las pensiones. 
En estas condiciones, el porcentaje que corresponda por las asignaciones indicadas debe aplicarse 
sobre el salario mínimo que sirve de base para el pago de la pensión y sumarse a su monto. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 223/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y Octavo en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 24 de 
octubre de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: 
Javier Laynez Potisek. En relación con el criterio contenido en esta tesis votó en contra el Ministro 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 
 
Tesis contendientes: 
 
Tesis VII.2o.T.79 L (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. 
HIPÓTESIS EN LA QUE ES IMPROCEDENTE DECRETAR CONDENA RESPECTO DE LAS ASIGNACIONES 
FAMILIARES, AL ENCONTRARSE INCLUIDAS EN EL CÁLCULO DE AQUÉLLA (APLICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 168 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL DEROGADA).", aprobada por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo IV, noviembre de 2016, página 2467, y 
 
Tesis I.8o.T.10 L (10a.), de título y subtítulo: "INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, 
ASIGNACIONES FAMILIARES Y AYUDAS ASISTENCIALES. SU PAGO ES AUTÓNOMO A LA PENSIÓN 
CORRESPONDIENTE (INVALIDEZ, VEJEZ O CESANTÍA EN EDAD AVANZADA), CUANDO EL MONTO DE 
SU PAGO SEA EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL (ARTÍCULOS 
164, 166 Y 168 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997).", 
aprobada por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas, y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, 
página 2930. 
 
Tesis de jurisprudencia 122/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del siete de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
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diciembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018540  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Laboral)  
Tesis: 2a./J. 121/2018 (10a.)  
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE SI EL PATRÓN NO OTORGA AL TRABAJADOR LA 
POSIBILIDAD DE ELEGIR ENTRE PERMANECER EN LA FUENTE DE TRABAJO O SALIR DE ELLA PARA 
DISFRUTAR DE LA MEDIA HORA DE DESCANSO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 84/2007, 
estableció que para calificar de buena o mala fe una oferta de trabajo, es necesario que la media 
hora de descanso que debe concederse al trabajador durante la jornada continua sea computada 
dentro de ésta y remunerada como parte del salario ordinario, independientemente de que ese 
lapso se disfrute dentro o fuera del centro de trabajo, lo que queda a elección del trabajador. 
Atento a ello, se advierte que éste tiene derecho a decidir si hace efectivo el periodo de descanso 
previsto en el artículo 63 de la Ley Federal del Trabajo, dentro o fuera de las instalaciones de la 
fuente laboral; de ahí que si en el ofrecimiento de trabajo se le restringe esa posibilidad, debe 
calificarse de mala fe, lo que se robustece si se toma en cuenta que en ese lapso queda liberado de 
la disponibilidad que debe tener hacia el patrón, motivo por el que sería incongruente estimar que 
a éste le corresponde imponer forzosamente el lugar en el que se disfrutará del descanso, sobre 
todo porque no debe perderse de vista que ese periodo constituye un derecho del trabajador y no 
una prerrogativa del patrón. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 240/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto del 
Tercer Circuito y Primero del Décimo Sexto Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 10 de octubre 
de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis XVI.1o.T.47 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO CON EL MÁXIMO 
LEGAL DE LA JORNADA. ES DE BUENA FE SI INCLUYE MEDIA HORA DE DESCANSO EN JORNADA 
CONTINUA, AUN CUANDO EL TRABAJADOR DEBA PERMANECER EN LA FUENTE DE TRABAJO.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 
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horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, 
octubre de 2017, página 2505, y 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 903/2017. 
 
Tesis de jurisprudencia 121/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta de octubre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
diciembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 

ENERO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018986  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 127/2018 (10a.)  
 
VALOR AGREGADO. PARA GARANTIZAR EL RESPETO A LOS DERECHOS DE CERTEZA Y SEGURIDAD 
JURÍDICA, CUANDO LA AUTORIDAD FISCAL ESTIME INCUMPLIDA LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN LA 
FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, ES INNECESARIO QUE CITE 
LOS PÁRRAFOS SUBSECUENTES. 
 
Del precepto mencionado se advierte que es una norma dividida en cuatro párrafos y ocho 
fracciones; el párrafo primero señala que los sujetos obligados al pago del impuesto al valor 
agregado y quienes realicen los actos o actividades a que se refiere el artículo 2o.-A de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado cuentan con diversas obligaciones, mientras que los últimos tres 
párrafos aclaran quién es responsable de cumplir esas obligaciones cuando exista una agrupación 
de personas. En cambio, las fracciones I a VIII enumeran determinadas obligaciones en específico a 
cargo de esos sujetos y que, además, son adicionales al resto de las contenidas en el 
ordenamiento aludido. En consecuencia, para garantizar el respeto a los derechos de certeza y 
seguridad jurídica, cuando la autoridad fiscal estime incumplida la obligación prevista en la 
fracción VIII del artículo 32 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, es innecesario que también 
cite los párrafos subsecuentes. 
 
SEGUNDA SALA 
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Contradicción de tesis 101/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, ambos en Materia Administrativa. 14 
de noviembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 593/2017, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 357/2012. 
 
Tesis de jurisprudencia 127/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de enero de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


